
Conclusiones

Los principios generales del Derecho, como se observó, representan un insu-
mo capital para la correcta interpretación y aplicación del Derecho y ello es
así por cuanto estas fórmulas sintéticas que expresan un valor fundamental
para el ordenamiento jurídico, permiten interpretar, integrar, unificar y oxi-
genar las instituciones jurídicas. Por tal razón –de forma cada vez más reite-
rada–, el legislador recurre a la positivación de los principios, añadiendo
además los denominados principios sectoriales. Estos, por su parte, son una
adecuación de los principios generales del Derecho a una determinada área
para así facilitar su aplicación. Pues, como se indicó, lo relevante es com-
prender que estos fundamentos normativos tienen carácter obligatorio y ade-
más se encuentran en la cúspide del sistema jurídico.

En las líneas precedentes, también, se ha podido evidenciar que no todo lo que
el legislador denomina «principio» –a veces de forma ligera– lo es en puridad.
Igualmente, de un análisis sesudo de la normativa que rige la institución del
Registro del Estado Civil se pueden extraer algunos postulados básicos que
alcanzan a ser incluido dentro de la categoría de principios sectoriales, ya
que por una parte, desarrollan de forma más concreta los principios generales
del Derecho y, por otra, poseen igualmente un soporte axiológico.

Ciertamente, la utilidad de la enunciación de los principios sectoriales del
Registro Civil es fundamentalmente pedagógica, aunque yerra el legislador al
señalar como principios preceptos que se corresponden más con una regla jurí-
dica –tal y como lo serían los referidos a los denominados «fe pública» y «pri-
macía»–, y olvido señalar dos importantes, como la gratuidad y la participación.

Lo descrito no es del todo censurable si se pondera que es un avance impor-
tante en relación con el modelo anterior regulado por el Código Civil que
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carecía de regulación concreta en este tema. Adicionalmente, hay que añadir
que si el Capítulo sobre los «Principios del Registro Civil» no formara parte
del texto de la Ley Orgánica de Registro Civil, igualmente se llegaría a con-
clusiones análogas sobre su existencia, ya que los mismos son desarrollados
en todo el instrumento y muchos de ellos también se encontraban implícita-
mente recogidos en el Código Civil.

Entonces, los principios sectoriales del Registro del Estado Civil tendrían un
soporte en la dignidad humana, la libertad, la buena fe o la igualdad y su fina-
lidad es facilitar la consolidación de la aplicación –por parte de los operadores
jurídicos– del modelo promulgado con la Ley. Es decir, persiguen dotar de
mayores insumos interpretativos para que se pueda construir un Registro Civil
que supere las fallas del sistema arcaico y que ponga énfasis en el individuo
como portador de verdaderos derechos que se reivindica a través de un Regis-
tro del Estado Civil público, eficaz, accesible, igualitario y con preferencia en
el ser humano como destinatario del esfuerzo administrativo y burocrático.

Lo descrito se puso en evidencia cuando se procedió a interpretar cuatro
situaciones problemáticas a través de los principios generales y sectoriales.
Así se comprobó, por ejemplo, que en el supuesto de modificación del nom-
bre propio por reasignación de sexo, tal solicitud es perfectamente procedente
y congruente con los principios generales del Derecho y los sectoriales en
materia de Registro del Estado Civil, tales como eficacia administrativa,
igualdad y no discriminación, e interpretación y aplicación preferente. Para
el caso de la determinación del orden de los apellidos se recurrió a la aplica-
ción directa de los principios de igualdad, libertad y dignidad, además de pon-
derar una interpretación preferente de los derechos del hijo en discusión, es
decir, el principio del interés superior del niño. A la hora de juzgar el trámite
de la declaración de residencia se evidencia la utilidad de tener presente prin-
cipios como el de la buena fe, eficacia administrativa, accesibilidad, e in
dubio pro homine, pues ellos permiten corroborar que el referido procedi-
miento administrativo es contrario a Derecho. En el caso del análisis de las
normas que crean el número único de identidad –donde la intención de algu-
nos instrumentos legales era generar una duplicidad del mismo– se revelo
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que la dualidad choca con la dignidad humana y, a su vez, con el principio 
a la eficacia administrativa.

En definitiva, como se pudo comprobar, los principios generales del Derecho
y los principios sectoriales del Registro del Estado Civil son elementos nor-
mativos que facilitan arribar a soluciones en aquellas situaciones aparente-
mente conflictivas y que, si bien pueden haber casos donde se adolezca de
reglas jurídicas específicas que simplifiquen la solución e interpretación de
determinado escenario en pugna, los principios siempre estarán presente y
por ello se convierten en una herramienta fundamental para la justicia, fin
último y principal del Derecho.

Por último, se requiere recordar que los principios identificados como tal,
representan verdaderos postulados obligatorios y, en tal sentido, los operado-
res jurídicos están comprometidos a acatarlos y desarrollarlos en su actuación.
Atrás ha quedado, como se confirmó, la idea de los principios como simples
directrices decorativas; en la actualidad, es evidente su carácter jurídico y
por tanto vinculante309.

309 LOIS ESTÉVEZ, José: Ensayo de valoración filosófica del Derecho. Reus. Madrid,
1945, p. 60, recuerda que el Tribunal Supremo español en 1914 dictó una decisión
«digna del máximo elogio, y exponente de un ‘atrevimiento sublime’; canon de la
juridicidad más alta y menos aparatosa, declaró paladinamente que ‘todo principio de
Derecho lleva consigo la necesidad de su estricta observancia’».


